

SENTENCIA NÚMERO: SESENTA Y DOS.

En la ciudad de Córdoba, a los treinta días del mes de junio de dos mil nueve, siendo las doce y treinta horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "CARNAGHI, VIRGINIA RAQUEL C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "C", N° 13, iniciado el veinticinco de octubre de dos mil siete), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la demandada (fs. 308), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:---------------------------------------------------------------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).----------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------

1.- A fs. 308 la demandada interpone recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Ciento cincuenta y siete, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el siete de agosto de dos mil siete              (fs. 293/307vta.), que resolvió: "1.- Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción promovida por Virginia Raquel Carnaghi en contra de la Provincia de Córdoba y, en consecuencia, declarar la nulidad de los decretos 635/05 y 1038/05 en cuanto refieren a la demandante y dejar sin efecto la sanción de cesantía que se le aplicara. 2.- Imponer las costas a la Provincia de Córdoba...".-------------------------------------------------------------------------------


2.- Concedido el recurso de apelación por Auto Número Trescientos catorce del veintiuno de agosto de dos mil siete (fs. 309 y vta.) se elevan los autos a este Tribunal (fs. 314).--------------------------------------------------------------------


3.- A fs. 316 se corre traslado a la recurrente, quien lo evacua a                   fs. 318/321vta., solicitando se revoque el decisorio impugnado, con costas.--------


Alega que le agravia lo expuesto en el fallo recurrido en orden a la imposibilidad de transformar en cesantía la renuncia de la actora, dado que la misma se aceptó como única condición para que pudiera obtener la jubilación ordinaria.--------------------------------------------------------------------------------------


Sostiene que el acto de aceptación de la dimisión de la accionante no dejó de lado la posibilidad de continuar y concluir el sumario dispuesto en su contra y transformarla en cesantía, aún cuando la reserva no se hubiese efectuado en forma expresa, siendo que el artículo 63 de la Ley 7233, en el cual se funda el acto administrativo impugnado, no establece que la renuncia deba formalizarse de esa manera.------------------------------------------------------------------------------------


Afirma que la actora conocía fehacientemente la existencia de un sumario labrado en su contra y al respecto no formuló reserva alguna.-------------------------


Expresa que el decisorio cuestionado pone en tela de juicio el normal desenvolvimiento de un sumario administrativo acorde a derecho, en el cual se resolvió transformar la renuncia de la actora en cesantía, hecho que se hizo conocer a la accionante por medio de las Resoluciones Números 635/05 y 1038/05, las cuales deben ser convalidadas en todos sus términos, lo contrario llevaría a desconocer la potestad sancionatoria legalmente reconocida a la Administración. Cita doctrina.-------------------------------------------------------------


Arguye que en autos la actora persigue un interés oculto pero de importancia, cual es acogerse al beneficio que la Administración otorga a sus empleados al momento de que éstos obtienen su jubilación, que se traduce en el cobro de dinero.------------------------------------------------------------------------------


Refiere que tal interés surge de las actuaciones administrativas iniciadas por la actora a través de las cuales reclamó el abono del beneficio establecido en el artículo 45 de la Ley 7233, que fue rechazado por la Resolución Número 844 de fecha tres de agosto de dos mil cinco.-------------------------------------------------


Afirma que es deficiente la interpretación efectuada por la demandante en torno a la prescripción de la potestad sancionatoria, por cuanto tal como lo sostiene el Señor Vocal de segundo voto, la misma corre a partir del momento en que se produce el hecho que da lugar al sumario administrativo y los tres años que se mencionan en la normativa, son a los fines de iniciar el mismo, no refiriéndose al plazo para concluirlo. Cita jurisprudencia.-----------------------------


Señala que debido al prolongado tiempo que llevó la resolución del sumario, la actora como parte interesada podría o debería haber solicitado la preclusión de la instancia, lo que no efectuó.---------------------------------------------


Añade que el pedido de caducidad de la instancia administrativa era el adecuado a los fines de resguardar los derechos e intereses de la actora, sin embargo, de manera negligente y despreocupada nada hizo al respecto, pretendiendo ahora en forma extemporánea retrotraer un acto administrativo porque le ocasiona un perjuicio y le impide lograr sus pretensiones.-----------------


Alega que resultan agraviantes los dichos de la actora en orden a la falta de fundamentación del acto sancionatorio, por cuanto de las constancias del sumario seguido en su contra surge que el mismo se desarrolló de acuerdo a las normas y principios procesales aplicables.-----------------------------------------------------------


Expresa que se verificaron los hechos atribuidos, encuadrándoselos en la calificación jurídica, se valoró la prueba producida dando intervención a todas las partes y posteriormente se arribó a una resolución sancionatoria que impuso la cesantía en vinculación a los hechos comprobados.-------------------------------------


Hace reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).----------------------------


4.- Corrido traslado a la actora del recurso interpuesto por la accionada     (fs. 322), ésta lo evacua a fs. 324/330vta., requiriendo por los motivos que allí expresa su rechazo, con costas.-------------------------------------------------------------


5.- A fs. 331 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 332/332vta.), deja la presente causa en estado de ser resuelta.-----------------------------------------


6.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, por parte legitimada y en contra de una sentencia definitiva, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43, C.P.C.A. y 366, C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, Ley 7182).----------------------------------------------------------------------------


7.- La sentencia de primera instancia contiene una adecuada relación de causa (art. 329, C.P.C. y C.), la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración.---------------------------------------------


8.- Mediante el pronunciamiento dictado en autos, el Tribunal de Mérito hizo lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por la Señora Virginia Raquel Carnaghi en contra de la Provincia de Córdoba y declaró la nulidad de los Decretos del Poder Ejecutivo Provincial Número 635 de fecha 24 de junio de 2005 (fols. 538/541vta., Expte. Adm. Nº                   0032-20807/94) en la parte que dispuso transformar en cesantía la renuncia condicionada al otorgamiento de la jubilación ordinaria de la actora, aceptada por la Resolución Número 530/04 de la Secretaría de la Gobernación y de Información Pública y Número 1038 del 16 de septiembre de 2005 que rechazó el recurso de reconsideración interpuesto en contra del primero (fols. 604/606, expte. adm. cit.) y, en consecuencia, dejó sin efecto la sanción de cesantía.---------


9.- Agravia a la recurrente la declaración de ilegitimidad de los actos impugnados en la demanda y critica la postura asumida por el Tribunal a-quo en orden a la imposibilidad de transformar en cesantía la aceptación de la renuncia.--


Sostiene que el acto que admitió la dimisión de la Señora Carnaghi, condicionada al otorgamiento de la jubilación, no dejó de lado la posibilidad de continuar y concluir el sumario abierto en su contra, por cuanto si bien no se efectuó tal reserva en forma expresa, el artículo 63 de la Ley 7233 no prevé que la misma deba consignarse de esa manera.-----------------------------------------------


10.- A los fines de analizar la viabilidad de la crítica impugnativa interpuesta por la apelante, resulta conducente efectuar un repaso de las circunstancias objetivas acreditadas en autos, las que revelan que:-------------------


a) El día 24 de noviembre de 1994, el Ministerio de Economía y Finanzas, mediante la Resolución Número 750 dispuso clausurar la investigación administrativa e iniciar un sumario a la actora junto a otros agentes del Registro General de la Provincia de Córdoba por irregularidades vinculadas a la Matrícula Número 74.445, al haberse comprobado en la etapa de investigación previa, que se omitieron publicar los gravámenes e inhibiciones que recayeron sobre la misma desde el día 18 de marzo al 20 de octubre de 2003 (cfr. fols. 182/189, Expte. Adm. Nº 0032-20807/94);-----------------------------------------------


b) Con fecha 17 de julio de 2002, la Sección de Personal del Registro General de la Provincia, informó al Director de dicha repartición que la Señora Virginia Raquel Carnaghi de González, quien revistaba como Jefe de Sección Verificación -Categoría 20 (06-030) de Planta Permanente-, presentó la renuncia a su cargo condicionada al otorgamiento de la jubilación ordinaria, a partir del 01 de agosto de 2002.---------------------------------------------------------------------------


Asimismo en dicho informe se expresa, entre otras circunstancias, que la agente se encuentra bajo sumario mediante la Resolución Ministerial Número 116/97 (fol. 10, Expte. Adm. Nº 0032-029513/02);-------------------------------------


c) A través de la Resolución Número 071 de fecha 30 de octubre de 2002, el Secretario de Ingresos Públicos del Ministerio de Producción y Finanzas, previo dictamen de la Oficina de Recursos Humanos en el que se tuvo en cuenta que la Señora Carnaghi tenía un sumario administrativo pendiente en su contra (fol. 12, expte. adm. cit.) e intervención de la Fiscalía de Estado (fol. 14 ib.), dispuso aceptarle la renuncia, condicionada al otorgamiento de la jubilación ordinaria en los términos del artículo 74 inciso "b" de la Ley 8024 (fols. 15 y vta., expte. adm. cit.);------------------------------------------------------------------------------


d) El día 28 de agosto de 2003, la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, mediante la Resolución Número 226.743, acordó a la actora la jubilación ordinaria de la Ley 8024 a partir del 01 de septiembre de 2003 (fol. 18, expte. adm. cit.);-------------------------------------------------------------------------


e) A través de la comunicación de novedades de fecha 25 de septiembre de 2003, la Señora Jefa de División de Personal del Ministerio de Finanzas informó a la Dirección Administración y Personal que a la Señora Carnaghi se le acordó la jubilación ordinaria a partir del 01 de septiembre de 2003 (fol. 21, expte. adm. cit.);------------------------------------------------------------------------------


f) El 16 de febrero de 2004, el Gerente de Administración del Ministerio de Finanzas dispuso el pase de las actuaciones al Departamento de Despacho para la confección de un instrumento que transforme en definitiva la renuncia de la actora, aceptada por Resolución Ministerial Número 071/02 (fol. 26, expte. adm. cit.);--------------------------------------------------------------------------------------------


g) Mediante la Resolución de la Secretaría General de la Gobernación y de Información Pública Número 530 de fecha 15 de octubre de 2004, se aceptó la renuncia de la accionante a partir del 01 de septiembre de 2003, sin perjuicio de transformar la misma en cesantía o exoneración de acuerdo a los resultados de los sumarios administrativos dispuestos por la Resolución Número 750/94 del                ex Ministerio de Economía y Finanzas y la Resolución Número 116/97 del                 ex Ministerio de Hacienda, Vivienda, Obras y Servicios Públicos y rechazó la solicitud de pago de la bonificación establecida por el artículo 45 de la Ley 7233 (fols. 106/107, expte. adm. cit.);-----------------------------------------------------------


h) En contra de dicha resolución, el día 05 de noviembre de 2004 la actora interpuso los recursos de reconsideración y jerárquico en subsidio, solicitando el pago de la Bonificación por Jubilación prevista en el artículo 45 de la Ley 7233 (fol. 109, expte. adm. cit.);------------------------------------------------------------------


i) Con fecha 17 de febrero de 2005, la Resolución de la Secretaría General de Gobierno Número 33/05 rechazó el recurso de reconsideración y concedió por ante el Gobernador el recurso jerárquico (fols. 118/119);--------------


j) A través del Decreto Número 635 de fecha 24 de junio de 2005, el Señor Gobernador de la Provincia de Córdoba, previo a dar por concluido el sumario administrativo ordenado por la Resolución Número 750/94 dispuso, entre otras medidas, transformar en cesantía la renuncia de la Señora Carnaghi condicionada al otorgamiento de la jubilación que fue aceptada por la Resolución Número 530/04 de la Secretaría de la Gobernación y de Información Pública, por encontrarla responsable de la violación de los deberes establecidos en los artículos 17 inciso "a" y 68 inciso "e" de la Ley 7233 (fols. 131/134vta., expte. adm. cit.);--------------------------------------------------------------------------------------


k) Por intermedio del Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 844 de fecha 03 de agosto de 2005, se rechazó el recurso jerárquico interpuesto en contra de la Resolución de la Secretaría General de la Gobernación y de Información Pública Número 530 del 15 de octubre de 2004 (fol. 137 y vta., expte. adm. cit.);------------------------------------------------------------------------------


l) Mediante el Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 1038 del 16 de septiembre de 2005, se desestimó el recurso de reconsideración interpuesto en contra del Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 635/05 que dispuso transformar en cesantía la renuncia aceptada a la actora (fols. 604/606, Expte. Adm. Nº 0032-20807/94) y---------------------------------------------


ll) El 03 de noviembre de 2005, la actora interpuso la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción en contra de los Decretos del Poder Ejecutivo Provincial Números 635/05 y 1038/05 (fs. 79/89 de autos).-------

11.- En el contexto así referenciado, resulta ajustada a derecho la decisión de la Cámara a-quo de declarar la ilegitimidad de los actos administrativos impugnados.-----------------------------------------------------------------------------------


En efecto, sabido es que el derecho disciplinario es el conjunto de normas que partiendo de las obligaciones y deberes del funcionario público, derivadas de la relación que lo vincula con la Administración, regula la tipificación de las conductas constitutivas de faltas disciplinarias, las sanciones correspondientes a la comisión de dichas faltas y el procedimiento necesario para imponer tales sanciones, así como también regula el ejercicio de la potestad disciplinaria de la Administración.-------------------------------------------------------------------------------


Las sanciones disciplinarias, según GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ se definen como aquéllas que se imponen a las personas que están en una relación de sujeción especial con la Administración por infracciones cometidas a la disciplina interna por la que se rige dicha relación (autores cit., Curso de Derecho Administrativo, Ed. Civitas, Madrid 1995, Tomo II, págs. 48 y 49).---------------------------------------------------------------------------------------------


El Tribunal Constitucional Español diferencia las dos categorías de potestad sancionadora del Estado: a) La que tutela el interés general de la sociedad (sanciones de protección del orden general) y b) La que tiene por finalidad la protección de la organización administrativa (sanciones de autoprotección) -STC del 6 de junio de 1984-.-------------------------------------------


Las primeras, protegen el orden social general relacionado con el ejercicio del poder de policía: salubridad, seguridad, orden público, tráfico, entre otros aspectos. Estas medidas sancionadoras generales abarcan a cualquier miembro de la colectividad. En cambio, las segundas, tienen por objeto la autoprotección de la organización administrativa con motivo de la relación de especial sujeción que vincula mediante un acuerdo voluntario a los funcionarios con el Estado. Las medidas disciplinarias no son extensibles a toda la sociedad sino sólo a quienes trabajan en la Administración.--------------------------------------------------------------


Como expresan GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ, cuando se hace referencia a las relaciones de especial sujeción se entiende que el individuo está sujeto a una relación jurídica en la que tiene singulares derechos y obligaciones frente al Estado. Esa situación a la que están sometidos determinados funcionarios acentúa su dependencia con relación al Estado debido a que éste tiene una serie de objetivos que cumplir  (autores cit., ob. cit., Tomo II, págs. 163 y sgtes.).---------------------------------------------------------------------------


Esta potestad disciplinaria se manifiesta mediante una serie de sanciones predeterminadas por la reglamentación vigente, a la que voluntariamente el funcionario se somete, ya que al momento de su nombramiento acepta, expresa o implícitamente, el bloque normativo en la que se encuentran los deberes, derechos, infracciones y sanciones.--------------------------------------------------------


Las irregularidades cometidas, que constituyen típicas faltas administrativas, ponen en acto la potestad disciplinaria, a diferencia de la responsabilidad penal que tutela el orden social externo. La responsabilidad disciplinaria se ocupa del buen funcionamiento de la Administración Pública desde una perspectiva interna. De allí la diferencia cualitativa con la responsabilidad penal y la morigeración o matización de las garantías y principios que rigen en el ámbito penal y se aplican con alguna flexibilización en la responsabilidad disciplinaria.---------------------------------------------------------------

La falta administrativa que genera la sanción, sólo se vincula con los deberes del servicio funcionarial y el eficaz funcionamiento del aparato administrativo.--------------------------------------------------------------------------------


El buen funcionamiento de la actividad administrativa tutelando el interés público respectivo, con eficiencia, eficacia, celeridad, economía y sencillez, a fin de lograr los objetivos programados, constituye el basamento que justifica el orden y disciplinario en la Administración.-----------------------------------------------


Así las sanciones pueden cumplir funciones de prevención general, frente al resto de los funcionarios, esto es el efecto -disuasivo- que la sanción ejerce frente al resto de los agentes públicos y también de prevención especial consistente en evitar la repetición de la falta por parte de quien la cometió, lo que tiene lugar mediante el escarmiento resultante de la aplicación de la sanción (vid de mi autoría, Libro Colectivo: La Responsabilidad judicial y sus dimensiones - Tomo I: Dimensiones Políticas y disciplinarias, Capítulo titulado: Responsabilidad Disciplinaria de los jueces, publicado por Universidad Austral, Editorial Ábaco de Rodolfo Depalma, Buenos Aires 2006, págs. 653/745).---------


12.- El ejercicio de la potestad disciplinaria requiere que el sujeto pasivo sea un funcionario o empleado público.---------------------------------------------------


El ingreso y egreso a la función administrativa son actos unilaterales voluntarios que no pueden ser condicionados ni cercenados, pues ello implicaría un autoritarismo que agravia la esencia de la dignidad humana. Consecuentemente, no es posible obligar a un funcionario público a permanecer en sus funciones no aceptándole la renuncia cuando existe un procedimiento de sanción. Téngase presente que la cesantía o la aceptación de la renuncia logran el mismo objetivo, esto es, la separación del empleado de sus funciones (cfr. de mi autoría, Independencia Judicial, publicado en Actualidad Jurídica de Córdoba, Número 120, págs. 7962/7964).------------------------------------------------------------

En sentido similar se ha pronunciado la doctrina comparada en cuanto señala que la renuncia es un acto voluntario del funcionario que debe ser aceptada formalmente por la Administración, dicha aceptación puede quedar condicionada a motivos de interés general o a necesidades del servicio, pero siempre que se traten de motivos justificados, pues de lo contrario constituirían una constricción incompatible con la libertad personal del funcionario (SÁNCHEZ MORÓN, Miguel, Derecho de la Función Pública, 2da. ed., Tecnos S.A., Madrid, España, 1997, pág. 187).------------------------------------------------------------------------------


13.- En el sub lite, la normativa aplicable es la Ley 7233 y sus modificatorias -Estatuto del Personal de la Administración Pública Provincial-que prescribe en lo que es conducente para esta causa, que:---------------------------


"Artículo 1º.- Ambito de aplicación. Este Estatuto regirá las relaciones de todas las personas que en virtud de acto administrativo expreso emanado de autoridad competente, presten servicios en la jurisdicción del Poder Ejecutivo y perciban la remuneración prevista en la ley de Presupuesto Provincial y leyes          especiales. ...".--------------------------------------------------------------------------------


"Art. 13- No podrán ingresar, ni reingresar, ni permanecer en la Administración Pública Provincial, según corresponda: ... g) El que hubiere sido dejado cesante de la Administración Pública Provincial, Nacional o Municipal mediante sumario previo resuelto definitivamente (hasta cumplidos cinco (5) años desde la fecha de su cesantía), o por las causales previstas en este Estatuto que no den lugar a indemnización, hasta cinco (5) años después de la fecha de su cesantía. ... j) Los jubilados o retirados de cualquier régimen de previsión social, excepto los casos expresamente previstos en la Legislación provincial. ...".--------


"Art. 16- El agente dejará de pertenecer a la Administración Pública Provincial en los siguientes casos: a) Renuncia...".-------------------------------------


"Art. 17- Deberes: Sin perjuicio de los deberes que particularmente le impongan las leyes, decretos y resoluciones especiales, el agente está obligado a: ... g) A permanecer en el cargo en el caso de renuncia por el término de treinta (30) días corridos computados a partir de la fecha de recepción de la misma, salvo que antes fuera reemplazado, aceptada su dimisión o autorizado a cesar en sus funciones. ...".----------------------------------------------------------------------------


"Art. 61- Renuncia. Todo agente que desempeñe un cargo puede renunciarlo libremente, debiendo manifestar su voluntad de hacerlo en forma escrita, inequívoca y fehaciente. La renuncia producirá la baja del agente a partir del momento de su aceptación por la autoridad competente.".----------------


"Art. 63- Si al presentar la renuncia, el agente tuviera pendiente sumario en su contra, podrá aceptarse la misma sin perjuicio de la prosecución del trámite y de la responsabilidad emergente que pudiera corresponderle y transformarse en cesantía o exoneración, si de las conclusiones del sumario así se justificare.".------------------------------------------


"Art. 64- El agente tendrá derecho a jubilarse, de conformidad con las leyes previsionales que rigen la materia. ...".--------------------------------------------


"Art. 65- Todo agente público es directa y personalmente responsable de los actos ilícitos que ejecute, aunque los realice so pretexto de ejercer funciones o realizar sus tareas.".-----------------------------------------------------------------------


"Art. 66- El personal no podrá ser privado de su empleo ni objeto de medidas disciplinarias sino por las causas y procedimientos que este Estatuto determina. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales fijadas por las leyes respectivas, serán pasibles de las siguientes sanciones por delitos y faltas que comentan: ... c) cesantía. ...".----------------------------------------------------------


"Art. 85- Podrá aceptarse la renuncia del agente que se encuentre sumariado conforme a lo prescripto en el art. 63º de la Ley. Corresponderá en todos los casos el otorgamiento de las licencias..." (el destacado me pertenece).--


14.- Tal como se desprende del análisis sistemático de las normas transcriptas, la facultad de renunciar al cargo constituye una opción libre que el agente puede ejercer cuando lo considere conveniente. La Administración podrá aceptar la renuncia en forma total o condicionada. Ejerce la opción prevista por el citado ordenamiento jurídico, ponderando razones de mérito, oportunidad y conveniencia. Es decir que en cada caso la Administración puede aceptar la renuncia, lisa y llana, o condicionada a las resultas del sumario, exista o no procedimiento disciplinario en trámite.---------------------------------------------------


Pero una vez operada la aceptación de la renuncia sin condicionamientos, se extingue definitivamente el vínculo de empleo público dejando el agente de integrar los cuadros de la Administración Pública Provincial.-------------------------


El artículo 63 de la Ley 7233 prescribe que en el caso de estar pendiente la tramitación de un sumario en contra de un agente, la Administración podrá aceptar la renuncia sin perjuicio de la prosecución del trámite y de la responsabilidad emergente que pudiera corresponderle y transformar en cesantía o exoneración, si de las conclusiones del sumario así lo justifica. Este principio se fortalece aún más por lo prescripto en el artículo 85 ib. que prescribe que podrá aceptarse la renuncia del agente que se encuentre sumariado conforme a lo prescripto en el artículo 63 de la Ley. En ambas disposiciones normativas se utiliza la expresión "podrá" indicativa de la presencia de una potestad discrecional en favor de la Administración.----------------------------------------------


15.- En el caso particular de autos, se aprecia que la renuncia presentada por la actora a partir del 01 de agosto de 2002 para acogerse a los beneficios de la jubilación ordinaria, fue aceptada condicionada a la obtención del beneficio previsional, mediante la Resolución Número 071 de la Secretaría de Ingresos Públicos del Ministerio de Producción y Finanzas de fecha 30 de octubre de 2002.-------------------------------------------------------------------------------------------

La condición suspensiva a la que estaba sujeta la aceptación de la renuncia de la Señora Carnaghi, se cumplió en el momento que la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba le acordó el beneficio de la jubilación ordinaria, a través de la Resolución Número 226.743/03, esto es a partir del 01 de septiembre de 2003, fecha desde la cual, la accionante dejó de ser sujeto pasivo de la potestad disciplinaria de la Administración al extinguirse el vínculo contractual de empleo público que lo unía con la Provincia de Córdoba.------------


En el sublite al aceptar la Administración la renuncia de la actora para acogerse a la jubilación ordinaria, sin otro condicionamiento, no podía aplicar la sanción de cesantía con posterioridad a que se le otorgó el beneficio previsional, porque el vínculo se extinguió en forma definitiva.-------------------------------------


Ello es así, por cuanto la jubilación ordinaria solicitada, concedida y notificada a la interesada tiene como efecto jurídico inmediato la cesación del vinculum iuris, merced a que la finalidad de la misma tiene por objeto eximir del servicio por razones de antigüedad o imposibilidad física, a la persona que desempeña o ha desempeñado algún cargo civil, señalándole pensión vitalicia en recompensa de los servicios prestados (cfr. VILLEGAS BASALVIBASO, B., Derecho Administrativo, Tipográfica Editora Argentina, Buenos Aires 1951, Tomo III, págs. 574/575, quien cita a MATIENZO, José Nicolás, Cuestiones de Derecho Público Argentino, Tomo II, Bs. As., págs. 785/786).-----------------------


En sentido similar expresa Alberto PALOMAR OLMEDA, sosteniendo que "...la jubilación supone la pérdida de la condición de funcionario..." (autor cit., Derecho de la función Pública, 3era. Edic., Dykinson, Madrid 1996, pág. 333).--------------------------------------------------------------------------------------------


La jubilación en cuanto determina la cesación de empleo o cargo, separa al jubilado de la Administración Pública, salvo casos especiales previstos en las leyes. En consecuencia, el régimen de jubilación, constituye una presunción de inhabilidad que impide al jubilado ser nombrado para nuevas funciones o empleos permanentes (BIELSA, Rafael, Derecho Administrativo, 6ta. Edición, La Ley, Bs.As. 1964, Tomo III, pág. 206).-----------------------------------------------


16.- En el sub examine, habiendo perdido la Administración toda potestad disciplinaria sobre la actora desde el momento que se le reconoció su derecho a la jubilación ordinaria, los actos administrativos impugnados en la demanda devienen ilegítimos por cuanto la accionada carecía de competencia para transformar en cesantía la renuncia aceptada a la Señora Carnaghi.------------------


Aún la parte de la doctrina que opina que puede sancionarse a un empleado o funcionario público después de extinguida la relación de empleo público en su aspecto activo, señala que corresponde distinguir si la Administración conocía o pudo conocer los hechos que justificaban la sanción disciplinaria a aplicar o si no conocía o no pudo conocer esos hechos. Así se postula que en el caso de que la "...Administración Pública tuviese efectivamente conocimiento de hechos irregulares cometidos por el funcionario o por el empleado, y, no obstante ello, en lugar de declararlo cesante o de exonerarlo, le acepta simplemente la renuncia, en tal actitud de la Administración debe verse un "perdón" u "olvido". En semejante situación, va de suyo que la sanción disciplinaria ulterior sería improcedente, porque alteraría un estado de derecho sobre el cual no es posible volver" (MARIENHOFF, Miguel A., Tratado de Derecho Administrativo, Abeledo Perrot, Bs. As. 1970, Tomo III-B, pág. 410, párag. 1052).----------------------------------------------------------------------------------


17.- A riesgo de ser reiterativo cabe precisar que la demandada no obstante conocer que estaba en pleno desarrollo de un sumario en contra de la actora por presuntas irregularidades incurridas, aceptó su renuncia sin más reserva o condición que el otorgamiento del beneficio de la jubilación ordinaria, ello así mediante la Resolución Número 071 de la Secretaría de Ingresos Públicos del Ministerio de Producción y Finanzas de fecha 30 de octubre de 2002. Al obrar de esa forma, una vez cumplida la condición -concesión de beneficio previsional- perdió toda potestad disciplinaria respecto de la Señora Carnaghi.----


Como señala la doctrina "...es esencial para ejercer el poder disciplinario, que exista un vínculo funcional entre el sujeto pasivo y la Administración. Esto significa que no puede una persona ser sancionada disciplinariamente después que ha dejado de ser funcionario público, ni aún por hechos cometidos durante el período de su vinculación funcional... Quien no es funcionario, no es pasible de responsabilidad disciplinaria; podrá si, según las circunstancias, ser objeto de una responsabilidad penal o patrimonial." (LORENZO JAIME, Susana, Sanciones Administrativas, Julio César Faira Editor, Montevideo, Uruguay 1996, págs. 130 y vta., quien cita a DURÁN MARTÍNEZ, Augusto, El régimen disciplinario de la Administración Central, en Curso de Promoción de Administradores Superiores, O.N.S.C., T. I, Montevideo, Talleres Gráficos de la Oficina Nacional de Servicio Civil, 1986).-----------------------------------------------


18.- La doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho: "3º) Que constituye presupuesto para el ejercicio del poder disciplinario la subsistencia de la relación de empleo público y correlativa situación de subordinación jerárquica, sobre la que se asienta el ejercicio de aquel poder estatal. 4º) Que tal doctrina es la que esta Corte ha aceptado en situaciones análogas, vinculadas al ejercicio de atribuciones semejantes en el ámbito del Poder Judicial, conforme a la cual la corrección disciplinaria pierde su esencial razón de ser, cuando, al momento de su aplicación, el sancionado ha dejado de pertenecer al Poder Estatal al que corresponde el ejercicio de las facultades disciplinarias de que se trata (doctrina Fallos 247:615)..." (Fallos 251:369 "Magallanes, Miguel Alberto s/ decreto 6666/57" del 06/11/1961).------------------


19.- En el sublite, es menester ponderar que el ejercicio de la potestad disciplinaria de la Administración mediante la Resolución de la Secretaría General de la Gobernación y de Información Pública Número 530 de fecha 15 de octubre de 2004 -tras la extinción de la relación de empleo público producida el 01 de septiembre de 2003-, condicionando la aceptación de la renuncia de la actora a la transformación en cesantía o exoneración de acuerdo a los resultados de los sumarios y la posterior decisión arribada a través del Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 635 de fecha 24 de junio de 2005, resultan inadmisibles por violar un acto firme, con fuerza de cosa juzgada administrativa que no pudo ser modificado por la Administración (conf. Escola, H. E., Tratado Integral de los Contratos Administrativos, Vol. II, Bs. As. 1979, pág. 492; Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, T. III-B, Buenos Aires 1970, pág. 408 y doctrina de esta Sala en Sentencias Nro. 79/1980 "De Elias, José María..." y Nro. 25/1983 "Weiher, Carlos Henry...").-----------------------------------------------------------------------------


20.- En mérito a las razones expuestas y las premisas sentadas a través de su desarrollo, corresponde declarar improcedente el recurso de apelación interpuesto por la demandada, con costas (art. 130 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).--------------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.-----------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------


Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.-----------------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada (fs. 308) en contra de la Sentencia Número Ciento cincuenta y siete, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el siete de agosto de dos mil siete (fs. 293/307vta.), con costas (art. 130 del            C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).-------------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Inés M. Rodríguez Vidal -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..-------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------


Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.-----------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:-----------------------


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------

I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada  (fs. 308) en contra de la Sentencia Número Ciento cincuenta y siete, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el siete de agosto de dos mil siete (fs. 293/307vta.), con costas (art. 130 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).---------------------------------------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Inés M. Rodríguez Vidal -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..-------------------------------

Protocolizar, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – ANDRUET (H).
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